Poder Judicial de la Nación


Expte n° 41.865/03 (L.583.963) - Juzg. 39 - “FGF  c/ PGO s/ daños y perjuicios (acc.tran. c/ les. o muerte)”

En Buenos Aires, a los                        días del mes de noviembre                del año dos mil once, encontrándose reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala “L”  de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil  a fin de pronunciarse en el expediente caratulado “FGF  c/ PGO s/ daños y perjuicios” de acuerdo al orden del sorteo el el Dr. Galmarini dijo: 

I.- Según relataron los padres de REFP, el 19 de agosto de 2002,  a las 7:30 hs. su hijo intentó cruzar la Ruta Provincial nro. 21 en la intersección con la calle El Tejar  de la localidad de Gregorio de Laferrere, pcia. de Buenos Aires, lo hacía desde la estación de trenes Eva Perón y cuando estaba finalizando el cruce fue embestido por la parte frontal del rodado Peugeot 504  que le provocó la muerte. 

El anterior juez admitió la acción a fs. 687/95, condenando a Gabriel Omar P , José Alfredo Taibo y la Perseverancia Seguros SA en los términos del art. 118 de la ley 17.418, a pagar a Félix FG  la suma de $ 226.540 y a Antonia Pita Renjifo de FG  $ 228.220, con más intereses que los fijó a la tasa activa desde que se produjo el hecho. 

En esta instancia se alzaron disconformes las partes. La citada en garantía expresó agravios a fs. 763/782 que fueron respondidos a fs. 794/800 y los actores a fs. 784/88, la réplica obra a fs. 802/12.    

II.-  La citada en garantía se agravió de la responsabilidad atribuida. Consideró que el hecho ocurrió por la culpa exclusiva de la víctima que cruzaba por un lugar que no estaba permitido. 

El testigo García, que acompañaba al demandado en el momento del accidente, dijo a fs. 11de la causa penal que: “pasando algunos metros el paso a nivel de la estación Eva Perón, observa que un hombre vestido con un sueter color clara, pantalón cree que gris, intenta cruzar la ruta provincial 21 hacia el norte o sea dando la espalda a la estación Eva Perón. Que además ve cuando el mismo hombre esquiva por muy poco dos vehículos que venían circulando en dirección contraria a la que llevaba el automóvil en el que viajaba el dicente G. Que luego este hombre continúa cruzando y G aplica los frenos sin poder hacer que el vehículo se detenga, como así intentando una maniobra de esquive. Que no pudiendo evitarlo coliciona al hombre que lo despide sobre el techo del vehículo pegando el cuerpo en el capot y luego en el parabrisas para despedirlo hacia atrás”. A fs. 449 de este expte. García declaró en iguales términos y agregó que el asfalto estaba mojado porque estaba lloviznado y que F  cruzó por una lugar que no hay semáforos, que hay un semáforo 50 metros atrás y que no sabe si por donde cruzó hay alguna señal. 

A fs. 41/44 de la causa penal obra el informe del perito mecánico elaborado horas más tarde de ocurrido el accidente. De allí surge que en la ruta existe gran flujo de tránsito, que no existen sendas para la demarcación del cruce de peatones en las proximidades de la estación ferroviaria Eva Perón y que el asfalto se encontraba mojado.  

  Es cierto que esa conducta de la víctima es suficiente para endilgarle responsabilidad en la ocurrencia del hecho, pues se advierte que intentó cruzar una ruta de alto tránsito por un lugar que no estaba habilitado para el cruce de peatones y esquivando vehículos (véase que no había semáforos ni se hallaba demarcada la senda peatonal). No obstante, la responsabilidad no debe recaer únicamente en aquél, pues no ha de soslayarse que el perito mecánico informó a fs.611/21 de este expte. que el demandado circulaba por encima de los  75 km/h, excediendo ampliamente el máximo de la velocidad permitida fijado en 60 km/h.

Las críticas que extensamente vertió la citada en garantía respecto de este informe pericial no han alcanzado rebatirlo, pues no han aportado las apelantes ningún elemento que permita descreer la apreciación del experto vinculada con la velocidad en que circulaba P . Es más si se aprecia el croquis de fs. 3 de la causa penal se puede observar que el Peugeot 504 quedó a una distancia considerable del lugar del impacto, por lo que es dable presumir que no conducía a una velocidad adecuada a las circunstancia del caso. 

Además pretende la apelante que se de relevancia a la prueba testimonial frente a la pericial.  No se trata de otorgar primacía a una prueba frente a la otra, sino que analizadas en su conjunto y según las reglas de la sana crítica, ambas probanzas constituyen elementos de convicción  demostrativos de que el hecho ocurrió por la responsabilidad compartida de los dos intervinientes, dado que el demandado circulaba a excesiva velocidad por una ruta que se hallaba mojada debido a la lluvia no conservando el pleno dominio de su rodado  y la víctima intentó el cruce de esa ruta entre medio de los vehículos y por un lugar que no estaba habilitado para que los peatones crucen.       

Por todo lo expuesto, juzgo que la responsabilidad que corresponde a cada interviniente es del 50 % para cada uno (arg. art. 1113, 2do.párrafo, 2da. parte del Código Civil). Así voto por modificar el pronunciamiento apelado. 

III.-  Rubros indemnizatorios. 

Valor vida:

El magistrado fijó por esta partida la suma de $ 150.000 para cada uno de los progenitores. Se quejaron ambos apelantes por la cuantificación de la partida. 



La pérdida de la vida significa la pérdida del máximo e insustituible bien que comprende la salud, o sea, el estado de bienestar indispensable para el desarrollo de la vida en un ambiente social, cultural, propio de la persona como ser social. La pérdida de su vida es la pérdida total de la salud y de la integridad psicofísica de la persona. Un importante sector doctrinario entiende que la vida no tiene valor en sí misma. Se relaciona con lo que pueda significar en beneficios económicos para los que dependan del difunto. Aquí, en realidad, no se da valor a la vida sino a la pérdida de beneficios o expectativas  ciertas de los que rodeaban al difunto. La vida, para algunos, no tiene valor, pues para el difunto no hay posibilidad de resarcir nada (conf. Gustavo Odorqui Castilla en “Daño Moral”, Responsabilidad Civil, Aída Kemelmajer de Carlucci, pág.532/533, edit. Rubinzal-Culzoni). La privación de los beneficios actuales o futuros que la vida de la persona reportaba a otros seres que gozaban o podrían gozar de aquéllos, constituye un daño cierto y así se mide el valor económico de la vida de la víctima por los bienes económicos que el extinto producía. No está de más puntualizar que, ni la ley ni la mayoría de los pronunciamientos judiciales, ha atribuido un valor a la vida humana independientemente de la consideración de los daños sufridos por su pérdida (CNCiv, Sala “F”, 14/12/99, “Andrade, Diego Reynaldo, Luis c/Pereyra, Juan C. y otros s/daños y perjuicios”).

Esta partida debe ser fijada prudencialmente por los jueces en función de la capacidad de ingresos de los que fue privado la familia por el deceso de quien era un sostén, y de las consecuencias económicas que en cada uno de sus integrantes produjo el fallecimiento.

REFP falleció cuando tenía 25 años y según surge de las declaraciones de fs. 22/24 del beneficio de litigar sin gastos, vivía con sus padres y hermanos y  era el que aportaba en la casa porque tenía buen trabajo y estudios. Aun cuando ningún testigo indique  en qué trabajaba la víctima,  juzgo que existe un menoscabo que merece ser indemnizado a  favor de sus padres, aunque no debe soslayarse que a fin cuantificar el daño ha de valorarse que los padres de Raúl tienen dos hijos más que viven con ellos.

De acuerdo a la facultad otorgada  por el art. 165 del Código Procesal,  estimo razonable otorgar a favor de cada uno de los padres la suma de $100.000, quedando a cargo de la parte demandada y citada en garantía $ 50.000 por el 50 % de responsabilidad. 

Pérdida de ingresos para subsistencia: 

El  Sr.  juez  otorgó  a  cada  uno  de  los  padres  la  suma  de $ 20.000 por “pérdida de chance u oportunidad de que en el futuro, de vivir la víctima, se hubiera concretado la posibilidad de una ayuda o sostén económico de su familia” (fs. 692 vta.). Se quejó la citada en garantía porque a su criterio no se acreditó que el hijo prestara ayuda económica a sus padres. 

Como se vio, con las declaraciones testimoniales del beneficio de litigar sin gastos se acreditó que Raúl ayudaba económicamente a sus padres, que el padre es albañil y la madre ama de casa. Sin embargo lo trascendente es que la indemnización otorgada en concepto de “valor vida”  comprende las pérdidas de ingresos para la subsistencia en tanto tiene a cubrir la privación de  los beneficios actuales o futuros que la vida de la persona reportaba. Por ende a fin de evitar la duplicación de la indemnización y un enriquecimiento sin causa a favor de los actores, voto por desestimar esta partida.   

Daño psíquico: 

El anterior juez fijó por el daño y su tratamiento  la suma de              $ 15.040  a favor del padre y $ 16.720 para la madre. 

Se quejó la aseguradora por considerar que el daño psíquico no es una partida autónoma y debe incluirse en el daño moral. Por su lado, los actores discutieron la cuantificación del rubro. 

Surge de la pericial psicológica obrante a fs. 565/578 que FFG  presenta elementos compatibles con el diagnóstico en el EJE  I de F 43.22 mixto con ansiedad y estado de ánimo depresivo, cuadro que  tiene vinculación con el hecho de autos. Que padece una incapacidad parcial y permanente del 15 %. Sugirió la experta la realización de tratamiento durante 18 meses con una frecuencia semanal para evitar el agravamiento de las secuelas que presenta.   

En cuanto a la madre, indicó la perito que presenta elementos compatibles con el diagnóstico en el EJE I  F. 43.1, trastorno por estrés postraumático en relación causal con el hecho. Estimó la incapacidad parcial y permanente en el 25 % y recomendó la realización de tratamiento por el lapso de 24 meses, una vez por semana y un segundo período de 6 meses más, una vez por semana para el caso de que no mejore el cuadro. 

El peritaje fue impugnado a fs. 593 por la citada en garantía, no obstante a fs. 599 la experta ratificó su dictamen anterior. Por ello, de acuerdo a lo previsto por el art. 477 del Código Procesal, no hallo elementos que permitan apartarse de ese informe pericial. 

En consecuencia, se advierte que el daño psíquico que padecen los actores es permanente y por ello corresponde otorgar una indemnización independiente del daño moral,  pues esa incapacidad psíquica permanente provoca una disminución de la capacidad productiva que se traduce en un menoscabo en cualquier tipo de actividad que los actores  desarrollaban con la debida amplitud y libertad y como tal ha de encuadrarse dentro de la esfera patrimonial.

En cuanto al monto de la indemnización,  considero exiguas las sumas concedidas en primera instancia,  motivo por el cual voto por elevar a $ 30.000 la indemnización que corresponde al padre por el daño psíquico y su tratamiento y a $ 50.000 para la madre por los mismos conceptos (art. 165 del Código Procesal), correspondiéndoles el 50 % de esos importes por la responsabilidad compartida. 

Daño moral: 

El magistrado fijó  por esta partida la  suma de $ 40.000 para cada uno de los padres. Se quejó la citada en garantía de la procedencia y monto del rubro. 



A diferencia del daño material que resulta cuantificable pecuniariamente en relación al precio de las cosas inutilizadas o la disminución del valor de la cosa menoscabada, cuando se trata de daños extrapatrimoniales cuya apreciación pecuniaria es incierta, la cuestión encierra una dificultad considerable. En la jurisprudencia se registra una notable variación en los montos que otorgan los diversos tribunales en relación a daños extrapatrimoniales similares, por lo que alguna doctrina ha sido proclive a que se establezcan pautas objetivas. Bien se ha dicho que por su carácter personal el daño moral es uno de los perjuicios más difíciles de estimar, ya que no está sujeto a cánones objetivos, sino a la prudente valoración del juez sobre la lesión a las afecciones legítimas de los damnificados y a los padecimientos que experimentan, aunque existen factores que coadyuvan a valorar el perjuicio sufrido (conf. Carlos A. Parellada en “Responsabilidad Civil”, El Daño Moral. La evolución del pensamiento en el derecho argentino, director Aída Kemelmajer de Carlucci, Ed. Rubinzal- Culzoni, pág. 373).

El daño moral es inmaterial o extrapatrimonial y representa los padecimientos soportados y futuros que tuvieron su origen o agravamiento en el hecho generador. Lo dañado son bienes de goce, afección y percepción emocional y física, no estimables por el equivalente pecuniario, pero sí considerables para la satisfacción por medios sucedáneos de goce, afección y mitigación al sufrimiento emocional y físico (CNCiv., Sala C, octubre 13/1992, “Varde c/ Ferrocarriles”, voto del Dr. Cifuentes; id. Sala C, noviembre 27/1992, “Vinaya c/ Empresa Ferrocarril  Argentino”. LL. T. 1993-D-p.278, fallo n° 91.559; CNCiv, Sala F, octubre  31/2005 L.426.420 “Scahff Rubén Daniel c/ Edenor S.A. s/ daños y perjuicios”).

Es inadmisible el agravio de la citada en garantía vinculado con que los actores no demostraron la procedencia de esta partida. La pérdida de un hijo provoca en sí misma una afectación del ámbito espiritual que no requiere prueba alguna que lo demuestre,  más si se aprecia que Raúl falleció a los 25 años de manera intempestiva al sufrir un accidente de tránsito. De acuerdo a ello,  estimo reducido el  quantum concedido por el sentenciante, sin embargo el límite del recurso no me permite elevarlo, motivo por el cual voto por confirmar esta partida con la aclaración de que el monto otorgado a cada progenitor quedará reducido al 50 %  por la responsabilidad compartida. 

IV.-Intereses
Respecto de las quejas expresadas por los emplazados vinculadas  a la tasa de interés aplicada, he de señalar que he  adherido al criterio según el cual durante el lapso en que se determinaron valores actuales aplicar la tasa activa, que incluye el componente inflacionario, importaría una duplicación injustificada de la indemnización en la medida de la desvalorización monetaria, que se traduciría en un enriquecimiento no debido.

Por ello, propongo que respecto de los rubros gastos de sepelio y daño moral, los intereses corran desde que se produjo el hecho hasta la fecha de la  sentencia de primera instancia  (momento en el cual fueron valorados) a la tasa del 8% anual, y de ahí en adelante hasta el efectivo pago a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina.

En cuanto  a los importe concedidos en concepto de valor vida y daño psíquico, la tasa del 8 % anual debe correr hasta esta sentencia que fijó el monto y de ahí en más a la tasa activa referida. 

V.- Límite del seguro: 

El anterior juez condenó a la aseguradora en los términos del art. 118 de la ley 17.418. Se quejaron los actores porque se limitó la condena de La Perseverancia  Seguros SA al tope que surge del contrato de seguro. Aducen que no debe oponerse a ellos esa estipulación. 

De la póliza agregada a fs. 84 surge que la responsabilidad civil es con  límite. Por una persona: $ 140.000, daños materiales $ 60.000 y máximo por acontecimiento $ 200.000. 

Si bien  el seguro de responsabilidad civil prevé la reparación del daño producido a terceros, ésta  previsión no podrá superar la cuantía o la medida del seguro; lo cual significa que al tercero le son oponibles las  estipulaciones contractuales, aun cuando haya sido ajeno a la celebración del contrato.

De todos modos en el caso, la parte actora frente al límite de la cobertura que surge del contrato de seguro se limitó a decir que deberá probarse dicho límite ante el desconocimiento de la documental que ella realizó, pero ninguna otra cuestión más planteó respecto a este tema. 

Como la póliza y por ende el límite allí impuesto fue debidamente acreditadas con la pericial contable de fs. 199/206, la omisión de los accionantes de no oponerse a esa cláusula contractual en su momento, torna improponible  esta cuestión recién en esta instancia (arg. art. 277 del Cód. Procesal). 

Por todo lo expuesto, si mi voto fuera compartido propongo  que se establezca la responsabilidad compartida en un 50 % a cada parte. Se fije  la indemnización  correspondiente al valor vida en la suma de $ 50.000 para  cada  padre,  el daño psíquico  en la suma de $  15.000 para el padre y $ 30.000 para la madre. Se desestime la partida “pérdida de ingresos para subsistencia” y se reduzca al 50 % las indemnizaciones otorgadas en concepto de daño moral y gastos de sepelio. Se fijen los intereses conforme se estableció en el considerando IV. Las costas de ambas instancias son a cargo de la demandada y citada en garantía que resultó vencida (art. 68 del Código Procesal).-   

Por razones análogas a las expuestas por el Dr. Galmarini, el Dr. Liberman vota en el mismo sentido.

La Dra. P  Pardo no firma por encontrarse en uso de licencia (art.109 del R.J.N).

    Con lo que termino el acto. Firmado: José Luis Galmarini y Víctor Fernando Liberman. Es copia fiel del original que obra en el Libro de Acuerdos de esta sala. 

                                     Jorge A. Cebeiro



  Secretario de Cámara           

///nos Aires,                          de noviembre 2011.

Y VISTOS: lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo precedentemente transcripto el tribunal decide: establecer la responsabilidad compartida en un 50 % a cada parte. Fijar la indemnización  correspondiente al valor vida en la suma de $ 50.000 para  cada  padre,  el daño psíquico en la suma de $ 15.000 para el padre y $ 30.000 para la madre. Desestimar la partida “pérdida de ingresos para subsistencia” y  reducir al 50 % las indemnizaciones otorgadas en concepto de daño moral y gastos de sepelio. Fijar los intereses conforme se estableció en el considerando IV de este voto. Las costas de ambas instancias son a cargo de la demandada y citada en garantía que resultó vencida (art. 68 del Código Procesal).-


La Dra. P  Pardo no firma por encontrarse en uso de licencia (art.109 del R.J.N)   


Regístrese, notifíquese y devuélvase.

JOSE LUIS GALMARINI               VICTOR FERNANDO LIBERMAN

            (P.A.S.)

